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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto en subsidio del de reposición por el apoderado del interno NÉSTOR VÁSQUEZ OSORIO contra los autos interlocutorios proferidos el treinta (30) de marzo y el veinte (20) de abril del presente año por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio de los cuales negó la solicitud de libertad condicional presentada.
2.- PROVIDENCIA 

A pesar de hacerse mención a que el aspecto objetivo de la norma contemplada en el artículo 64 de la Ley 599 de 2000 se cumplía, habida cuenta de haber ya descontado el recluso las tres quintas (3/5) partes de la pena impuesta; el fundamento de la negación de la petición del beneficio liberatorio, lo encontró el Juzgado que vigila la ejecución de la pena impuesta, en el hecho de haberse evaluado el comportamiento intramural del señor VÁSQUEZ OSORIO como MALO durante el período comprendido entre el veintisiete (27) de junio y el veintisiete (27) de septiembre de 2006.
Se preguntó entonces qué pensarían los internos que observan buena conducta durante su internamiento, si daba lo mismo comportarse de manera diferente, si al final, cumplidas las tres quintas (3/5) partes de la sanción se obtendría la libertad. De ser las cosas así, se estaría premiando a quienes no se han comportado de manera adecuada, requisito legal para obtener el beneficio reclamado.

Agregó que no se estaba dando un tratamiento discriminatorio y que por el contrario, un proceder así se sustentaba en los propios actos del sentenciado, que tienen consecuencias jurídicas, máxime cuando no se toma con la debida seriedad el tratamiento penitenciario al que está sometido. De todas maneras, tendría derecho a la libertad una vez cumpliera la pena y continuaba con el derecho a obtener rebajas por trabajo o estudio.   
Interpuesto el recurso horizontal de reposición, respondió al togado, aludiendo inicialmente a la evolución del concepto de pena y a sus fundamentos en un Estado Social de Derecho como está organizado el nuestro, para concluir que a pesar de ser la libertad un derecho de los hombres, existe una excepción a la prohibición de su limitación, la cual tiene que ver precisamente con el mandamiento escrito de la autoridad judicial, previo el cumplimiento de requisitos formales y legales. En ese entendido, el Código de las penas, era uno de los mecanismos que limitan la libertad de las personas, cuando cometen alguna de las conductas allí descritas, que pueden generar la imposición de una pena privativa de la libertad, la que no es ilimitada y la que puede cesar mediante mecanismos como la libertad condicional.

En otro aparte de su providencia, se sostuvo en su posición de no conceder el beneficio libertario debido a que no se satisfacía el requisito subjetivo contemplado en el artículo 64 del Código Penal, relacionado con la buena conducta dentro del establecimiento carcelario, para lo cual trajo a colación jurisprudencia de la Corte Constitucional alusiva al punto, de la cual concluye que se buscó por parte del Legislador un contenido objetivo y significativo a la norma, para dejar de lado, la posibilidad de la arbitrariedad y subjetividad del funcionario judicial.
Reiteró que el interno, durante su estancia en el sitio de reclusión no ha cumplido con el deber jurídico impuesto, consistente en observar buena conducta, lo que llevó a ese Despacho a negar la liberación condicionada. Además, no aceptó el argumento de la defensa, en cuanto por darse un comportamiento negativo entre junio y septiembre de 2006, ello no era óbice para conceder el beneficio, por haber ocurrido hacía cerca de un año; dado que la norma no establecía un análisis en el sentido que si en una parte ínfima hay mal comportamiento y en mayor proporción era bueno, entonces era dable la concesión de la libertad condicional, para lo cual aludió al contenido literal del artículo 63 del Código Penal.
De igual manera, en sustento de la decisión de negar la libertad condicional, agregó que en el sentenciado no se había surtido una de las finalidades de la pena, relacionada con la rehabilitación en el establecimiento carcelario.
3.-  RECURSO

El togado que vela por los intereses del interno, hace alusión a que ya se han satisfecho más de las tres (3/5) quintas partes de la pena a que se refiere la norma, como se afirma en la providencia apelada, en vista de que esa fracción equivale a cincuenta y siete (57) meses y dieciocho (18) días de prisión, mientras VÁSQUEZ OSORIO en detención física y redenciones de pena, había acumulado sesenta (60) meses de prisión. Señala que durante los casi cuatro (4) años que ha permanecido detenido, su conducta ha sido buena y ejemplar, con la única salvedad del período comprendido entre junio y septiembre de 2006, usada por el Juzgado para negar la libertad condicional.
Acota que el encierro es un estado contrario a la naturaleza humana, que las personas detenidas están privadas del contacto con sus seres queridos, separados y marginados de la sociedad, obligados a convivir en condiciones que en ocasiones son de penuria extrema tanto material como emocional. Critica al Estado por cuanto no ha podido hacer que los penados cumplan su pena en condiciones en que se les respete su calidad de seres humanos y la pena castiga más que rehabilita.

Censura el que se haya valorado solamente un 1 % del tiempo de reclusión en que se cometió un yerro, para desconocer que durante el 99 % restante la conducta de su prohijado ha sido buena o ejemplar, lo que en su concepto, equivale a que se eche por la borda la rehabilitación y la resocialización, privándosele de la oportunidad de reincorporarse a su núcleo familiar, del cual es soporte. Máxime cuando ya ha cumplido el factor objetivo para disfrutar del beneficio, lo cual no cree que se compadezca con la definición de Estado Social de Derecho, adoptada por el nuestro.

Manifiesta que el argumento del señor Juez para negar la libertad condicional tendría sentido si el comportamiento que se atribuye a NÉSTOR VÁSQUEZ hubiera tenido ocurrencia ahora y no hace cerca de un año, dado que itera que las calificaciones de conducta anteriores y posteriores, han sido, buenas o ejemplares, es decir, que casi durante la totalidad de su reclusión ha observado un comportamiento bueno, con lo cual puede predicarse que la pena ha cumplido cu función de resocializar y rehabilitar, razón por la cual es del criterio que no es necesario ni justo que siga purgando la pena impuesta.

Finalmente, expresa que con su trabajo, el sentenciado sostiene a sus hijos menores, cuyos derechos deberían ser el fundamento básico de las decisiones judiciales, ya que los derechos de los niños prevalecen sobre todos los demás, en especial en este caso, donde se ven gravemente afectados no sólo por depender económicamente de su padre, sino por no tenerlo al lado, justo en la época de sus vidas cuando la figura paterna es más necesaria para el buen desarrollo de su personalidad, para el efecto, anexa los registros civiles de nacimiento respectivos.

Como es apenas natural, aboga por la revocación de la providencia que fue contraria a los intereses de su representado, con la consecuente concesión de la libertad condicional.    
4.- Para resolver, SE CONSIDERA

La Sala es competente para desatar ahora, el recurso vertical interpuesto por el apoderado del sentenciado, contra la decisión adoptada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

Debido a que el señor defensor en la sustentación del recurso ha hecho hincapié en varios aspectos que se alejan de la normal interpretación de la norma aplicable al caso concreto de la libertad condicional, debe decir el Tribunal que no pueden ser de recibo los argumentos allí plasmados en cuanto pone en tela de juicio la conveniencia de la internación intramural como presupuesto de la rehabilitación y la resocialización de los sentenciados. Ello es así, porque en primer término el ordenamiento jurídico imperante entre nosotros impone a los Jueces de la República al tomar sus decisiones, someterse a los dictados de la Constitución y propiamente de la Ley, de conformidad con lo señalado en el artículo 230 Superior. Por manera que, así hipotéticamente se admitiera que las condiciones de reclusión que afronta el condenado no son las más propicias, ello no sería argumento suficiente para lograr el beneficio liberatorio que se pretende, dado que la figura de la libertad condicional está precisa y específicamente regulada y por consiguiente, el tema de su concesión debe circunscribirse al análisis del cumplimiento de los requisitos que se contemplan en la disposición vigente.

En segundo término, no parece afortunado que se invoque la especial protección de los menores, como fórmula coadyuvante hacia ese objetivo. Así lo decimos porque contrario a lo manifestado por el letrado, la situación de desprotección en que podrían quedar los menores por el cumplimiento de las sanciones impuestas a sus padres, ha sido prevista por el Legislador, al punto que en caso de demostrarse que la persona detenida es la única en la que recaen al unísono las obligaciones y el sostenimiento de un grupo familiar donde se encuentren niños presentes -incluso adultos con limitaciones- es circunstancia que per se obliga al estudio de la posibilidad de permitir que ese padre o madre cabeza de familia, asuma el control de su familia, no desde la perspectiva de la libertad condicional, sino desde el punto de vista del sustituto de la prisión domiciliaria, figura que a la hora de ahora (en virtud del principio de favorabilidad en materia penal, que permitiría en principio prescindir del análisis sobre el quantum de la pena y circunstancias subjetivas, en especial por haberse declarado inexequible el condicionamiento relacionado con la edad de doce -12- años de los menores) puede tener una mayor aplicación en la práctica judicial.    

Por manera que, al margen de otras consideraciones, el asunto propuesto a la Sala debe necesariamente ser definido desde la óptica de la norma que se ocupa de la libertad condicional. En ese entendido, a pesar de no existir controversia al respecto, debe precisarse que por haberse presentado en el mes de abril de 2003 los hechos que dieron origen al averiguatorio penal que culminó con la sentencia que ahora descuenta el señor VÁSQUEZ OSORIO, la regla a aplicar para el presente caso es aquella originalmente consagrada en el artículo 64 de la Ley 599 de 2000 -es decir, sin las modificaciones introducidas por el artículo 5 de la Ley 890 de 2004-, de tal manera que las exigencias para la concesión de la libertad condicional se contraen al descuento de las tres quintas (3/5) partes de la pena impuesta y que “de su buena conducta en el establecimiento carcelario pueda el Juez deducir, motivadamente, que no existe necesidad para continuar con la ejecución de la pena”.
Como se aprecia, son dos (2) los requisitos que se deben tener en cuenta. En relación con el primero, es evidente que el lapso en que ha permanecido privado de la libertad el sentenciado, sumado a los tiempos que se han redimido, hoy por hoy, supera el requisito del que nos habla la norma en cita.
En cuanto a lo segundo, no resulta exacto lo afirmado por el señor defensor en cuanto el comportamiento intramural de su representado ha sido bueno el 99% del tiempo servido en prisión, cuando de un análisis de los certificados se puede colegir que ese porcentaje no es exacto
 y debe entenderse como una manifestación tendiente a demostrar que solamente se ha presentado una anotación negativa durante su detención. Pero además, es bastante diciente que en lo que hace con el proceso de rehabilitación del señor VÁSQUEZ OSORIO, el mismo no haya sido constante y se observen altibajos, dado que por ejemplo, si bien es cierto el período comprendido entre agosto 11 y noviembre 17 de 2005 fue calificado como “ejemplar”, no lo es menos que en el subsiguiente, que comprende desde la última fecha hasta el 16 de febrero de 2006, obtuvo una calificación de “regular”, luego desde este día al 16 de mayo de ese mismo año, fue evaluado como “bueno”, para finalmente ser objeto de la calificación de “malo” que fue el sustento de la negación de la libertad condicional. 
Nótese que en cierta medida, lo que se dio en el caso del interno fue un proceso involutivo que culminó con la anotación negativa que a esta altura le está produciendo consecuencias jurídicas negativas al sentenciado. Por tanto, razón le asiste al señor Juez de primer grado al considerar que en vista del comportamiento intramural anteriormente desplegado –el mal comportamiento en el interregno entre junio y septiembre de 2006- no es acreedor al beneficio de la libertad condicional.

Lo que no puede compartir esta Corporación, es la afirmación contenida en la providencia apelada, según la cual: por haberse presentado un incumplimiento previo por parte del interno, ya no podrá ser elegible para entrar a disfrutar de la libertad condicional y que por el contrario, deberá descontar todo el tiempo de prisión que le fue impuesto en la sentencia condenatoria. Planteamientos de índole similar ya habían sido expuestos en decisiones de la Sala, donde con ponencia de quien ahora ejerce igual función se expuso: 

Si bien es cierto, se entiende el celo del funcionario en la búsqueda de que quienes accedan a la libertad por este medio, sean quienes hayan tenido una conducta intachable dentro del centro de reclusión (incluida la casa por cárcel), no lo es menos que no se puede desconocer que el sistema punitivo adoptado en nuestro país propende por un tratamiento progresivo, que busca que cada día quienes ostentan la condición de reclusos avancen en la búsqueda de la resocialización y el regreso a la comunidad a la cual defraudaron con su comportamiento. De aplicarse de manera generalizada una tesis como la esbozada en el auto impugnado, se estaría propiciando en aquellos que han tenido algún tipo de problema de adaptación o de incumplimiento de las normas del régimen interno del penal, una actitud de abatimiento y desesperanza, ya que bastaría un solo error durante su estadía en prisión, para que de manera automática se vean privados de la posibilidad de acceder a beneficios tan importantes como el que conlleva la concesión de la libertad condicional a quienes han superado una buena parte de la condena que les fuera impuesta.

Incluso, un tratamiento de esta especie, resultaría inconveniente para mantener la moral y la disciplina dentro del establecimiento carcelario, habida cuenta de la dificultad que comportaría el manejo de personas que ya no tienen nada que perder, ya que por una mácula en su historial verían frustradas sus aspiraciones futuras de lograr algunas de las gracias que han sido diseñadas para ser aplicadas durante el proceso de interiorización y cambio  que allí se debe iniciar.

No significa lo anterior, que al mecanismo de la libertad condicional se acceda de manera automática una vez se supere la fracción establecida en la ley para gozar a él. Es innegable que el aspecto subjetivo juega un papel preponderante, por cuanto permite establecer si de la observación del comportamiento de la persona que soporta la pena, se puede deducir que no requiere continuar privado de la libertad. 

Lo que ocurre es que, en esta labor, el funcionario debe emprender un ejercicio de ponderación y equilibrio en cada caso concreto, observando ante todo el proceso en general del interno, determinando cuál ha sido su comportamiento dentro del penal, pues es tan nocivo y censurable que se entienda subsanado un período prolongado de indisciplina con unos pocos días al final de buena conducta, como el impedir que una buena conducta prolongada en los últimos años de reclusión, sea inatendida bajo el argumento de haber observado mal comportamiento en los primeros días de cautiverio, como podría pensarse al encontrar que el sentenciado fue inferior al compromiso adquirido cuando se le concedió el beneficio de la prisión domiciliaria.

En consonancia con lo anterior, no debe negarse de plano la posibilidad de acceso al beneficio liberatorio; más bien, lo aconsejable es esperar un término prudencial para evaluar la evolución del comportamiento del interno en el Centro de Reclusión, luego de lo cual se podrá reexaminar el asunto.

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA con las aclaraciones plasmadas en la parte motiva, el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

           LEONEL ROGELES MORENO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Si se tiene en cuenta que el tiempo de detención en palabras del abogado era para ese entonces de 47 meses y medio, los 3 meses, el porcentaje es mucho mayor (6.31 %).


� Auto de 2ª instancia del 15 de junio de 2006, Rad. 66OO13187001-2004-00153-01, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque. Igual posición se puede encontrar entre otros, en el auto de 2ª instancia del 24 de enero de 2007, Rad. 660013187001-2004-00269-01.
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